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RESUMEN
El modelo que orienta la nueva legislación sobre los consumidores en Colombia parte de la vulneración de los 
derechos que se tienen para con estos, en especial lo referente a la publicidad engañosa que cada día va incre-
mentando debido a la necesidad que se tiene de adquirir un producto, bien o servicio, ofrecido por un deter-
minado grupo de personas llamadas proveedores o productores. El presente trabajo destaca de manera sucinta 
cómo la publicidad engañosa pasa a ser considerada estafa en las relaciones de consumo, utilizando para ello los 
criterios normativos colombianos.
No obstante los resultados obtenidos con relación a las diferentes lecturas realizadas a lo largo de esta investi-
gación, podemos concluir que la publicidad engañosa sí puede conllevar al delito de estafa, en algunos aspectos 
que en el desarrollo de este trabajo se detallan. Frente a estos resultados, se hace necesario preguntarnos ¿Qué 
políticas de prevención ha utilizado el Estado con respecto a la publicidad engañosa?

PALABRAS CLAVE
Publicidad engañosa, Estafa, Relación de consumo. 

ABSTRACT
The model that guides the new consumer legislation in Colombia of the violation of the rights that are held for 
these, especially with regard to misleading advertising that every day is increasing due to the need we have of 
acquired product, good or service offered by a particular group of people called suppliers or producers. This 
paper highlights succinctly as misleading advertising to be considered fraud in consumer relations, using Colom-
bian regulatory criteria.
However the results obtained in relation to the different readings perform throughout this research reflects 
us that if misleading advertising can lead to swindle, but in some aspects in the development of this work will 
come to detail. Given these results, it is necessary to ask what prevention policies has used the State concerning 
misleading advertising?

KEYWORDS
Misleading advertising, Fraud, Consumer relationship.

La publicidad engañosa, una modalidad 
de estafa en las relaciones de consumo, de 
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INTRODUCCIÓN

Las economías de mercado imperantes en 
nuestro país se han caracterizado por ge-
nerar sociedades de consumo, conformadas 
por productores, proveedores y el destinata-
rio final que es el consumidor, que en esta 
relación actúa como sujeto pasivo que re-
quiere adquirir bienes o servicios para satis-
facer una serie de necesidades. En este sen-
tido, los productores o proveedores pueden 
ejercer sobre el consumidor un cierto grado 
de manipulación en sus decisiones al publici-
tar de manera inadecuada los productos que 
ofrecen al mercado con el fin de incremen-
tar su propia demanda, pues de esta forma 
hacen que las personas aumenten su deseo 
de obtener determinado bien o servicio por 
ellos ofrecidos, sin importar la forma en la 
que se presente o se dé a conocer el produc-
to, lo que implica una desnaturalización de 
la publicidad que debería estar orientada a 
informar objetivamente a quien la adquiere 
y no a persuadir en su decisión. Para evi-
tar este tipo de acontecimientos, en el año 
2011, fue creado el Estatuto del Consumidor 
o la Ley 1480 de 2011, la cual entró en vi-
gencia el 12 de abril de 2012, con el fin de 
regular los temas referentes a la protección 
que deben tener los consumidores, dándo-
le cabal cumplimiento a lo establecido en la 
Constitución Política de 1991 en su artículo 
78 que dispone los preceptos generales para 
la protección al consumidor, los cuales son 
de carácter proteccionista y preferenciales 
ante cualquier norma general. 

Este Estatuto también hace referencia en el 

artículo 5 numeral 13, a la publicidad enga-

ñosa, definiéndola como aquella cuyo men-

saje no corresponde a la realidad o sea in-

suficiente, de manera que induzca o pueda 

inducir a error, engaño o confusión, con el 

fin de evitar que los consumidores se puedan 

ver afectados con este tipo de publicaciones. 

En tal sentido los productores o proveedores 

están en la obligación de ofrecer una infor-

mación veraz y suficiente sobre el producto 

que expone a la venta, a garantizar que el 

consumidor reciba el producto que se le está 

ofreciendo en óptimas calidades y que este 

sea idóneo, dado que todos los elementos 

contribuyen a una buena relación de consu-

mo y al respeto de los consumidores y la ley. 

Por su parte, es bueno saber cuándo esta-

mos frente a una estafa. Para ello, el marco 

jurídico colombiano nos remite a la Ley 599 

de 2000 o Código Penal colombiano, que en 

el artículo 246 establece esta figura jurídica 

como un delito y que literalmente dice: “el 

que obtenga provecho ilícito para sí o para 

un tercero, con perjuicio ajeno, induciendo 

o manteniendo a otro en error por medio de 

artificios o engaños” (Artículo 246).

Ahora bien, teniendo claras las dos figuras 

jurídicas y la definición de cada una de ellas, 

hemos decidido guiar el sentido de nuestra 

investigación, en el marco de la publicidad 

engañosa, un modalidad de estafa en las re-

laciones de consumo, en el marco jurídico 

colombiano, teniendo como base la norma-

tividad de la Ley 1480 de 2011 y la Ley 599 

de 2000, con el propósito de determinar si 

la publicidad engañosa, es una modalidad 

de estafa en las relaciones de consumo, se-

gún el marco jurídico colombiano. Para ello 

debemos identificar cuándo estamos frente 

a una estafa y cuándo estamos frente a una 

publicidad engañosa, basándonos en los di-

ferentes análisis jurisprudenciales.

Esperamos que esta investigación sea rele-

vante, pertinente y útil para todos aquellos 

consumidores que se han visto afectados por 

esta serie de situaciones y con el fin de pre-

venir futuras y posibles afectaciones, puesto 

que si no se resuelve el problema jurídico 

que hemos planteado, se seguiría en un va-

cío normativo, el cual permite que reine la 

incertidumbre jurídica, lo cual afectará en 

gran medida a los consumidores, la Constitu-

ción y la ley de este país.

También es importante resaltar que con este 

tipo de investigaciones contribuimos a dejar 

a un lado el desconocimiento de la Norma y 

aprendemos a interpretarla desde diferentes 

ámbitos, dado que el Derecho nos permi-

te hace una buena hermenéutica sobre los 

artículos contenidos en cada una de las nor-

mas que conforman el ordenamiento jurídi-

co colombiano.

METODOLOGÍA

Esta investigación se caracteriza por ser un 

estudio cualitativo con un nivel hermenéu-

tico, pues se buscó determinar, interpretar 

y comprender si la publicidad engañosa, es 

una modalidad de estafa en las relaciones de 

consumo, de acuerdo al marco jurídico co-

lombiano. La fuente objeto de análisis fue la 

Ley 1480 de 2011 o Estatuto del Consumidor 

en Colombia, el cual consagra la publicidad 

engañosa y la Ley 599 de 2000 que hace re-

ferencia al delito de estafa.

Para desarrollar los objetivos específicos de 

la investigación, se llevaron a cabo las si-

guientes etapas: 

 

ETAPA 1: Se hizo un rastreo bibliográfico del 

tema mediante la consulta de varias bases de 

datos jurídicas (Dialnet, Vlex, Scielo, Science-

Direct, etc.), en la que se usó como criterio 

de selección de información, los descriptores 

restrictivos: “estafa, publicidad engañosa, 

relaciones de consumo”. Seleccionado el ma-

terial bibliográfico, se procedió a su lectura, 

y con base en ellas se extrajo la información 

relevante sobre las semejanzas y diferencias 

entre la publicidad engañosa y la estafa, las 

cuales fueron objeto de análisis e interpreta-

ción posterior, a través del método de análi-

sis comparativo y diferencial.

ETAPA 2: Se elaboró una matriz donde se 

relacionaron, en columnas separadas, los re-

quisitos exigidos por el Código Penal para de-

terminar el delito de estafa. Luego, un análi-

sis con lo establecido en el artículo 5 nume-

ral 13 del Estatuto del Consumidor (Ley 1480 

de 2011), para poder determinar el grado de 

inferencia de las dos figuras jurídicas. 
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I. RELACIONES DE CONSUMO

La Ley 1480 de 2011 o Estatuto del Consumi-
dor se ha encargado de regular los asuntos 
derivados de las relaciones de consumo que 
se generan a diario en la cadena de produc-
ción, es decir, entre productores, proveedo-
res y el consumidor, pero no establece una 
definición como tal para las relaciones de 
consumo, por lo que para poder entender a 
qué se refiere nos remitimos a definiciones 
utilizadas en otros países como Uruguay, que 
regula las relaciones de consumo en la Ley 
17.250 de 2000, art. 4 como: “el vínculo que 
se establece entre el proveedor que, a títu-
lo oneroso, provee un producto o presta un 
servicio y quien lo adquiere y utiliza como 
destinatario final. La provisión de productos 
y la prestación de servicios que se efectúan 
a título gratuito, cuando ellas se realizan en 
función de una eventual relación de consu-
mo, se equiparan a las relaciones de consu-
mo”. Por su parte Paraguay establece en la 
Ley 1.334 de 1998, art. 5, que la “Relación de 
consumo es la relación jurídica que se esta-
blece entre quien, a título oneroso, provee 
un producto o presta un servicio y quien lo 
adquiere o utiliza como destinatario final”.

En tal sentido podemos utilizar estas defini-
ciones que dan otros países y amoldarlas de 
acuerdo a lo que nuestra normatividad quie-
re dar a entender. En este aspecto diríamos 
que la relación de consumo no es más que 
el vínculo existente entre el productor, pro-
veedor y el consumidor, siendo el primero 
quien ofrece un producto, bien o servicio y 

el segundo quien lo adquiere. En este orden 
de ideas solo habrá relación de consumo 
cuando el consumidor haya adquirido el bien 
ofrecido por el proveedor o producto y haya 
pagado un precio.

Teniendo claro este nuevo concepto, es más 
fácil determinar cuándo existe relación de 
consumo y cuándo no, pues esto se convier-
te en un factor determinante a la hora de de-
terminar quién es considerado consumidor. 

II. LA PUBLICIDAD ENGAÑOSA

En Colombia, la publicidad engañosa viene 
siendo regulada por la Ley 1480 de 2011 
en su artículo 5 numeral 13 como “aquella 
cuyo mensaje no corresponda a la realidad 
o es insuficiente, de manera que induzca o 
pueda inducir a error, engaño o confusión”. 
Pero, ¿cómo se configura esta sanción admi-
nistrativa? La Superintendencia de Industria 
y Comercio nos enfatiza que se está frente a 
esta figura cuando se presenten las siguien-
tes condiciones: 
1. Se omite información necesaria para la 

adecuada comprensión de la propagan-
da comercial. 

2. Cuando la información indispensable 
para el adecuado manejo, mantenimien-
to, forma de empleo, uso del bien y/o 
servicio así como precauciones sobre po-
sibles riesgos, no esté en idioma caste-
llano. 

3. Se establecen mecanismos para trasla-
dar al consumidor los costos del incenti-
vo de manera que este no pueda adver-

tirlo fácilmente, como cuando se dismi-
nuye la calidad o cantidad del producto o 
servicio o se incrementa su precio, entre 
otros. 

4. La información sobre restricciones, limi-
taciones, excepciones y condiciones adi-
cionales para la adquisición del producto 
o servicio, no se incluye en la propaganda 
comercial y no tiene similar notoriedad 
al ofrecimiento del producto o servicio 
que se anuncia. 

5. Se ofrecen productos o incentivos con 
deficiencias o imperfectos, usados, ma-
nufacturados, remodelados o reconstrui-
dos, próximos a vencerse y de coleccio-
nes o modelos anteriores sin indicar tales 
circunstancias de manera clara y precisa 
en la propaganda comercial. 

6. Se ofrecen de manera gratuita produc-
tos, servicios o incentivos cuando la en-
trega de los mismos está supeditada al 
cumplimiento de alguna condición por 
parte del consumidor que no se indica 
en la propaganda comercial. 

Con base en estos criterios de configuración 
y teniendo en cuenta su definición es impor-
tante resaltar que no solo las publicaciones 
que se hacen por Internet, por televisión o 
cualquier medio masivo de comunicación 
configuran publicidad engañosa, sino que 
también existen criterios de divulgación di-
ferentes a los ya mencionados que la pueden 
generar.

Un ejemplo claro para este tipo de situa-
ciones serían los medicamentos que traen 

del extranjero que en su empaque o en sus 
contraindicaciones no vienen traducidas en 
idioma castellano o español, para que el con-
sumidor pueda utilizar adecuadamente el 
medicamento sin que les cause algún tipo de 
riesgo a su salud física o emocional. En este 
caso es claro que existe un criterio de con-
figuración de la publicidad engañosa, para 
lo cual es necesario que el producto que in-
grese desde el extranjero venga traducido al 
idioma castellano o español para que pueda 
ser comercializado en nuestro país, sin cau-
sar afectaciones a los consumidores.

Cabe resaltar que no es necesario adquirir 
el producto para que se configure la publici-
dad engañosa, solo con la simple difusión o 
puesta en conocimiento al público hace que 
se configure, por lo tanto todas las personas 
que de una u otra manera vean o se sientan 
afectados con este tipo de publicaciones que 
no están de acuerdo con lo que el producto 
comercializado promete, pueden ponerlo en 
conocimiento a la Superintendencia de In-
dustria y Comercio para evitar posibles afec-
taciones.

III. PUBLICIDAD ENGAÑOSA EN LAS RELACIO-
NES DE CONSUMO

Teniendo claro estos dos aspectos –la publi-
cidad engañosa y la relación de consumo– es 
importante decir que la simple publicidad 
engañosa que se haga por cualquier medio 
no hace suponer que se está en una relación 
de consumo, porque no ha adquirido ni pa-
gado el producto, bien o servicio ofrecido, 
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por lo tanto tampoco puede ser considerado 
consumidor, aunque dicha publicación tenga 
información imparcial, incompleta o menti-
rosa y pueda llegar a afectar al consumidor.

Por su parte, una vez el consumidor haya ad-
quirido el producto, bien o servicio ofrecido 
de forma engañosa, es deber del productor o 
proveedor responder ante las posibles afec-
taciones que se llegaren a presentar a causa 
de la omisión de información o de las posibles 
afectaciones a la salud o la vida del consumi-
dor, en este sentido tenemos que tener claro 
que es deber del consumidor activar las rutas 
de protección que ha creado la Superinten-
dencia para hacer efectivo su derecho como 
consumidor, pues en este caso resultan en 
juego diferentes afectaciones que deben ser 
resarcidas si se hacen a tiempo. Pero, ¿cómo 
se hace efectivo? Pues bien, una vez activada 
la ruta que consiste en la reclamación directa 
ante el productor o proveedor, este debe re-
parar el daño causado por su omisión de in-
formación o por engañar o inducir en error al 
comprador. Si esto no sucede, el consumidor 
tiene la facultad de interponer una acción 
de protección al consumidor ante la Super-
intendencia de Industria y Comercio (SIC), 
que no es más que una demanda para que 
la entidad o empresa responda por los daños 
causados, así como también puede hacerlo 
ante un juez de la República, cuando resul-
te lesionado en gran medida su patrimonio 
o sea necesario una indemnización por los 
perjuicios causados. En tal sentido, es deber 
de la Superintendencia vigilar que este tipo 
de situaciones no se sigan presentando ha-

ciendo un respectivo control a las empresas 

que comercializan, distribuyen o crean bie-

nes, productos o servicios.

IV. LA ESTAFA Y LA PUBLICIDAD ENGAÑOSA 

VISTAS DESDE OTRO ENFOQUE

A través de los tiempos mucho se ha hablado 

de la estafa como un delito que atenta contra 

el patrimonio económico de las personas. En 

este sentido podemos decir que esta figura 

no es más que una conducta engañosa que 

permite inducir a error a una o varias perso-

nas con el fin de sacar un provecho económi-

co ya sea para quien realiza la acción o para 

otra persona.

Ahora bien, para poder entender esta figura 

desde otra órbita diferente a la penal es ne-

cesario analizar cada uno de los elementos 

penales que la conforman relacionándolos o 

trayéndolos a la esfera de la publicidad en-

gañosa como sanción administrativa. En ese 

sentido tenemos: 

Sujetos: Tanto el activo como el pasivo son 

indeterminados, siendo este último, es decir, 

el pasivo, el que tiene un patrimonio econó-

mico del cual el activo quiere sacar un prove-

cho. Si miramos estos sujetos en las relacio-

nes de consumo, esta no varía, pues siguen 

siendo los mismos sujetos indeterminados 

que para tema a tratar, sería el sujeto activo 

el que publica o da a conocer el producto, 

bien o servicio, y el sujeto pasivo el que ad-

quiere el producto, es decir, el consumidor.

Modo: La principal herramienta de la esta-
fa es Inducción a error o mantener a otro 
en error mediante artificios o engaños. En 
este aspecto la publicidad engañosa tiene el 
mismo modo de operar y es manteniendo o 
induciendo a engaño o error al consumidor, 
pues en ese sentido se podría decir que sí 
existe una relación concursal entre estas dos 
figuras jurídicas.

Bien jurídico tutelado: El bien jurídico que 
se protege es el patrimonio económico de 
las personas, pero si damos un vistazo al ám-
bito administrativo ejercido por la Ley 1480 
de 2011, lo que se busca es proteger el pa-
trimonio de los consumidores que pueden o 
tienen una relación de consumo.

Beneficio: Este delito tiene como finalidad 
obtener un beneficio económico, aunque 
con la sola intención de tenerlo sin poder 
conseguirlo también puede ser configurado, 
puesto que admite tentativa. Para tales efec-
tos sería lógico pensar que la publicidad en-
gañosa tiene el mismo modus operandi, pues 
también busca un provecho económico, aun 
con la sola publicación estaríamos frente a 
una tentativa como se miraría si este estu-
viera tipificado como delito. 

Examinados cada uno de estos elementos y 
su relación con la publicidad engañosa pode-
mos determinar que la publicidad engañosa 
puede trascender a la esfera de la estafa, 
siempre y cuando el consumidor actúe con 
la determinada prudencia para no caer en 
error o si lo está, poder salir de él. De lo con-

trario esta no puede trascender a la esfera 
penal. Para entender mejor este cometido 
planteamos el siguiente ejemplo: 

Pedro Morales, un productor de medicamen-
tos adelgazantes saca al mercado un nuevo 
producto que garantiza la pérdida de peso 
en solo dos días, con tan solo una cápsula al 
día. Para dar a conocer su producto reparte 
volantes en su barrio y saca anuncios publi-
citarios. Al cabo de dos días, María, una mu-
jer que sufre de obesidad mórbida y que ha 
sufrido toda su vida por tener sobrepeso, se 
acerca a Pedro y compra el producto con el 
fin de poder tener el peso que siempre ha so-
ñado. Pasado un tiempo María aún no nota 
los cambios en su cuerpo y decide adquirir 
de nuevo el producto, pero el resultado es 
el mismo. 

En tal sentido nos preguntamos: ¿estaremos 
en este caso frente a una estafa producto de 
una publicidad engañosa? Evidentemente 
podemos hablar de que sí existe por parte 
del productor una publicidad engañosa, por-
que el producto promocionado no cumple 
con las calidades anunciadas al momento de 
ser adquirido. Pero, ¿será que se puede con-
siderar también estafa?

En este sentido, la Corte Suprema de Justicia 
en la Sentencia del 23 de junio de 1958, ma-
nifestó que “en la celebración de contratos 
de naturaleza civil se puede incurrir en el de-
lito de estafa. En este sentido se viene prohi-
jado el criterio según el cual en esa clase de 
negocios jurídicos la mentira o el silencio de 
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los contratantes pasa al campo penal cuando 
recaen sobre elementos fundamentales del 
convenio” y que: 

El medio engañoso debe tener idoneidad 

para inducir en error a la víctima. La estafa 

es un delito de inteligencia, que requiere 

el despliegue de actos hábilmente pre-

parados y bien concebidos para revestir 

capacidad de inducir en error a la víctima.

Bajo tal perspectiva, entonces, tenemos que 
en este caso sí existió falta en los elementos 
del contrato los cuales son indispensables 
en la relación de consumo que para nuestro 
entender puede considerarse también como 
un contrato o convenio. En tal sentido, si el 
producto adquirido no cumple con las cuali-
dades y no es idóneo para lo que se adquirió 
se podría decir que estamos en presencia de 
una estafa, al tener claro que María obró de 
una forma ingenua, torpe y negligente al no 
saber o conocer si el producto que le están 
ofreciendo sí cumplía con las condiciones 
anunciadas y que además era idóneo para la 
pérdida de peso. En consecuencia podemos 
decir que cuando el consumidor haya entra-
do en una relación de consumo al adquirir el 
producto a través de una publicidad engaño-
sa y que dicha relación haya causado daño 
a su patrimonio, se estaría frente a la figura 
jurídica del delito de estafa. 

Ahora bien, cabe aclarar que no siempre que 
se está en una relación de consumo producto 
de una publicidad engañosa. Estamos frente 
a una estafa y es porque el consumidor pue-

de en algunos casos corroborar la informa-
ción que le ofrecen del producto o provee-
dor para no caer en el error o salir de él en 
determinado momento. Un ejemplo de esto 
sería cuando se quiere adquirir un bien, ob-
jeto de registro; verificando la información 
podemos determinar si lo que nos ofrecen 
concuerda con la realidad y de este modo 
evitar ser estafados.

Una vez desarrollado lo que es el delito de la 
estafa y la publicidad engañosa, podemos de 
una manera más clara entender en qué mo-
mento nos encontramos afectados por este, 
ya que si bien es cierto que guarda mucha 
similitud entre la definición de la estafa y la 
definición de lo que es la publicidad engaño-
sa, materialmente no son iguales. Lo que sí 
podríamos afirmar es que una puede ser un 
vehículo o lo que conlleva a la otra, es de-
cir, que la publicidad engañosa es el vehículo 
o el medio para llegar a la estafa, ya que es 
mediante esta que se logra inducir o llamar 
la atención de los consumidores para que 
tengan una relación de consumo, pero uti-
lizando algunos artificios o engaños que los 
induzcan al error, con el fin de convencerlos 
de que los que se está ofreciendo es lo que 
finalmente quiere y desea adquirir, y resulta 
siendo todo lo contrario.

En consecuencia, cuando el consumidor no 
haya adquirido el producto, bien o servicio, 
la única herramienta que tiene es presentar 
una denuncia ante la Superintendencia de 
Industria y Comercio, por publicidad enga-
ñosa que esté realizando algún productor o 

proveedor, con el fin de evitar posibles afec-
taciones a los consumidores. Pero cuando 
haya adquirido el producto, bien o servicio y 
este no cumpla con las condiciones estipula-
das por el productor o proveedor y eso gene-
re una afectación a su patrimonio, entonces 
estaríamos frente al delito de estafa, dando 
lugar a que el consumidor pueda impetrar 
una demanda penal. 

CONCLUSIÓN

Con el análisis realizado a las normas antes 
mencionadas y luego de una ardua labor 
investigativa, de lectura, podemos concluir 
que la publicidad engañosa es el medio o el 
camino que puede conllevar a configurar el 
delito de estafa. Si bien sus definiciones son 
parecidas, su criterio de aplicabilidad son di-
ferentes, pues mientras una es una sanción 
administrativa, la otra es considerada como 
un delito, que para su configuración requie-
re de elementos necesarios e indispensables 
para considerar su ocurrencia.

Por su parte se puede decir que en una re-
lación de consumo que venga viciada de pu-
blicidad engañosa lo más probable es que 
se presente una estafa, pero solo cuando el 
consumidor haya actuado de cierta forma 
que le sea imposible corroborar la infor-
mación de lo que le están ofreciendo, de lo 
contrario solo se estaría en presencia de una 
publicidad engañosa que es sancionada por 
la SIC, con criterios establecidos en sus reso-
luciones. 

Cabe resaltar que la simple publicación no 

genera relación de consumo porque cuando 
no se ha adquirido el bien, producto o servi-
cio ofrecido, solo se está en una relación de 
consumo. 

Jurídicamente se ha avanzado en este tema, 
por cuanto la Superintendencia de Industria 
y Comercio está haciendo una ardua labor al 
prevenir la publicidad engañosa, así mismo 
los consumidores cada día son más respon-
sables al momento de adquirir sus produc-
tos. 

Como políticas de prevención para los con-
sumidores, recomendamos que cada vez 
que se pretenda adquirir un bien, producto o 
servicio, verifiquemos que sí cumpla con las 
condiciones, calidades o cualidades publici-
tadas; de esta manera estaríamos actuando 
de forma responsable, evitando posibles 
afectaciones a nuestro patrimonio, y si por 
su parte ya han sido objeto de publicidad 
engañosa poner en conocimiento de la SIC, 
para evitar que se sigan presentado. 
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RESUMEN
El articulo de avance presenta el estado del arte que se construye en torno a las luchas por los derechos huma-
nos de los colectivos que en transiciones de conflictos internos asumen procesos de transformacion politica y 
legal para posibilitar la paz. El constructo argumental tiene como epicentro el escenario de postconflicto que 
vive Colombia.
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ABSTRACT
The advance article presents the state of the art that is built around the struggles for the human rights of the 
groups that in transitions of internal conflicts assume processes of political and legal transformation to make 
peace possible. The argument construct has as its epicenter the postconflict scenario that Colombia is going 
through.
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Efectos del postconflicto: 
Una mirada crítica desde los derechos humanos

Effects of postconflict:
A critical look from human rights

Recibido: Febrero 5 de 2015 • Aceptado: Abril 17 de 2015

JOSÉ ARIEL PARRA VEGA
Licenciado en Filosofía y Teólogo de la Universidad de San Buenaventura. Magíster en Docencia e Investigación 
Universitaria de la Universidad Sergio Arboleda. En este momento se desempeña como Coordinador de Investi-
gaciones de la Escuela de Derecho de la Universidad Sergio Arboleda, Seccional Santa Marta. Se ha desempeña-
do como docente y pertenece al Grupo de Investigación GIJAM categorizado en A por Colciencias.
josearielparra@gmail.com

CARLOS JULIO AGUDELO GÓMEZ
Licenciado en Filosofía y Ciencias Religiosas de la Universidad Santo Tomás. Especialista en Gestión Educativa, 
de la Universidad de Pamplona. Especialista en Docencia e Investigación Universitaria. Magíster en Docencia e 
Investigación Universitaria de la Universidad Sergio Arboleda. Actualmente es profesor de tiempo completo, 
adjunto a la Gestión Académica de la Escuela de Derecho de la Universidad Sergio Arboleda, Santa Marta.
carlos.agudelo@usa.edu.co

RAÚL ALEJANDRO VIVIESCAS CABRERA
Antropólogo de la Universidad del Magdalena. Estudiante de Especialización en Docencia e Investigación uni-
versitaria en la Universidad Sergio Arboleda, Sede Santa Marta. Actualmente se desempeña como Asistente de 
investigación en la Universidad Sergio Arboleda, Seccional Santa Marta. raulviviescasc@gmail.com

Ley 17.250 (11 de agosto de 2000). Ley de 
Relaciones de consumo. Defensa del consu-
midor. DO: 44.097, Congreso de Uruguay, 
Uruguay.

Ley 1334 (11 de agosto de 2000). De defen-
sa del consumidor y del usuario. DO: 44.097, 
Congreso de Paraguay, Paraguay.


